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Chile (Nivel 1)
El Gobierno de Chile cumple plenamente con las normas mínimas para la eliminación de la trata de personas. El gobierno siguió realizando labores importantes y constantes durante el periodo del informe y, por ello, Chile permanece en el Nivel 1. Entre estas labores se encuentran la investigación de más casos, procesos judiciales contra más tratantes y la formulación del nuevo Plan de Acción Nacional de 2019-2022. Si bien el gobierno cumple las normas mínimas, los tribunales chilenos impusieron condenas poco severas, lo que socavó los esfuerzos desplegados a nivel nacional para luchar contra la trata de personas y permitió además que los tratantes tuvieran la posibilidad de que sus penas quedaran suspendidas. Como consecuencia, ningún tratante condenado durante el período del informe cumplió pena de cárcel después del juicio. Los jueces suspendieron las penas de 62% de los tratantes condenados en los últimos cinco años. Asimismo, la provisión de servicios a las víctimas fue desigual: las víctimas del sexo masculino y las víctimas de fuera de la capital tuvieron menos acceso a dichos servicios. La asignación de menores de edad, incluidos los que son víctimas de trata, a las instalaciones del Servicio Nacional de Menores (SENAME), podría colocarlos en situación de riesgo de abuso. 
RECOMENDACIONES PRINCIPALES:
Condenar a los tratantes a penas apropiadas, incluidas penas de reclusión mayor, de conformidad con los artículos 367 y 411. • Ofrecer refugios adecuados y más seguros para los niños y adolescentes víctimas de la trata, tal como lo exige la ley. • Investigar, enjuiciar y condenar enérgicamente todas las formas de trata de personas, incluida la trata de menores con fines de explotación sexual dentro del país, conforme al artículo 411 del código penal. • Asegurarse de que los tratantes sentenciados cumplan penas de cárcel completas conforme a sus condenas. • Llevar a cabo una identificación activa de las víctimas de trata entre los grupos migrantes vulnerables. • Dar seguimiento a los planes destinados a reestructurar o reemplazar el sistema de protección de menores del SENAME. • Aumentar la capacitación de jueces y fiscales acerca de la aplicación del artículo 411. • Seguir adelante con las labores que buscan impedir el abuso sistemático de menores, incluida la trata de menores, especialmente en instalaciones utilizadas por las víctimas. • Ampliar el acceso de las víctimas de la trata a los refugios especializados, incluidos los hombres y los menores víctimas, y las víctimas de fuera de la capital. • Aumentar los fondos y los servicios destinados a medidas de protección de las víctimas. • Elaborar directrices para que las autoridades detecten indicios de trata en los menores involucrados en actividades ilícitas a fin de asegurarse de que ninguna víctima de trata sea sancionada por hechos ilícitos que sus tratantes les obligaron a cometer. • Aumentar la representación jurídica para las víctimas que procuran resarcimiento.
ENJUICIAMIENTO
El gobierno siguió entablando procesos judiciales. El artículo 411 del código penal tipifica la trata con fines de explotación sexual y la trata con fines de trabajo forzoso y prescribe sanciones que oscilan entre cinco años y un día de encarcelamiento hasta 15 años, más multas. Estas sanciones fueron lo suficientemente severas y, con respecto a la trata sexual, proporcionales a las penas previstas para otros delitos graves, como la violación. Las autoridades chilenas siguieron investigando y enjuiciando muchos casos de trata de menores con fines de explotación sexual dentro del país conforme al artículo 367 del código penal, el cual penaliza la promoción o facilitación de la prostitución de menores de edad. Las sanciones por este delito oscilaban entre tres y 20 años de encarcelamiento. En virtud de las disposiciones legales obligatorias sobre condenas, los jueces con frecuencia procedieron a la suspensión o conmutación de penas de menos de cinco años de cárcel, aun en casos de trata de personas y otros delitos graves.
Las unidades policiales contra la trata iniciaron 92 nuevas investigaciones (62 por trata sexual y 30 por trata laboral), frente a 39 casos en 2018 (23 por trata sexual y 16 por trata laboral) y 21 casos en 2017 (13 por trata sexual y ocho por trata laboral). En una investigación, las autoridades en varias ciudades hicieron redadas en varios apartamentos, arrestaron a ocho tratantes e identificaron a 30 posibles víctimas. Las autoridades enjuiciaron a 37 personas (19 conforme al artículo 367 y 18 conforme al artículo 411), frente a 19 personas en 2018 (13 conforme al artículo 367 y seis conforme al artículo 411) y frente a 17 personas en 2017 (14 conforme al artículo 367 y tres conforme al artículo 411). El gobierno condenó a seis tratantes (dos conforme al artículo 367 y cuatro conforme al artículo 411), frente a nueve condenas en 2018 (cuatro conforme al artículo 367 y cinco conforme al artículo 411) y 29 condenas en 2017 (26 conforme al artículo 367 y tres conforme al artículo 411). Los cuatro tratantes condenados en virtud del artículo 411, a saber, dos tratantes condenados por trata laboral y dos por trata sexual, fueron objeto de detención preventiva. Los jueces impusieron condenas de tres a cuatro años de cárcel conforme al artículo 411, y 61 días de cárcel conforme al artículo 367, penas inferiores a las mínimas obligatorias dispuestas por cada uno de estos artículos del código penal. Dos tratantes fueron deportados tras ser condenados. Los jueces suspendieron las penas de los otros cuatro condenados y, como consecuencia, ninguno de los seis tratantes cumplió su condena. Esto limitó significativamente el efecto disuasivo de las condenas contra tratantes. Solo seis tratantes de los 55 condenados en los últimos cinco años han recibido penas superiores al nivel mínimo obligatorio sin derecho a suspensión. Los jueces han suspendido las penas de más del 60% de los tratantes condenados desde 2016, lo que ha debilitado el efecto disuasorio. Al final, la mayoría de los tratantes pasaron a libertad condicional anticipada o libertad a prueba sin cumplir condena en la cárcel. El gobierno siguió investigando y enjuiciando a personas implicadas en la trata sexual comercial de menores lo que condujo a ocho condenas en 2019, frente a cuatro en 2018.
El gobierno intercambió 20 solicitudes de cooperación con Argentina, Bolivia, China, Colombia, Ecuador y Paraguay. Las autoridades implementaron solicitudes de transmisión electrónica de cooperación con Australia y Ecuador para disminuir los tiempos de respuesta. El Gobierno de Chile brindó capacitación a los Gobiernos de Guatemala y Panamá con miras a fortalecer las actividades internacionales de investigación y enjuiciamiento. La Fiscalía Nacional y la Mesa Intersectorial sobre Trata de Personas (MITP) brindaron capacitación especializada a investigadores, abogados, asesores y funcionarios acerca de una gama de temas relativos a la trata de personas. Las fuerzas de la ley recurrieron a un programa informático (software) para buscar pruebas de complicidad oficial en casos de trata; el gobierno no indicó que se hubiera iniciado ninguna investigación, proceso judicial o condena de empleados públicos implicados en delitos de trata de personas. 
PROTECCIÓN
El gobierno prosiguió sus actividades de protección de las víctimas. La MITP identificó a 37 mujeres víctimas de la trata (dos de trata laboral y 35 de trata sexual), frente a 41 víctimas en 2018, 21 víctimas en 2017 y 23 en 2016. El gobierno identificó solo a dos menores de edad víctimas de la trata durante el período del informe, el mismo número identificado en 2018; las 35 víctimas restantes eran mujeres adultas. Las autoridades no identificaron a hombres víctimas de trata durante el período del informe. Debido a las leyes de visado más estrictas promulgadas en junio de 2019, los funcionarios públicos del país indicaron que un número creciente de poblaciones de migrantes, sobre todo de migrantes venezolanos en condición irregular, estuvo expuesto a un riesgo mayor de ser víctimas de trata. En algunos casos, funcionarios chilenos permitieron el ingreso legal al país de migrantes venezolanos con documentos de identidad recientemente vencidos, reduciendo así su vulnerabilidad a la trata. Aunque la mayoría de las víctimas de la trata ingresó a Chile con visas de turista, las autoridades identificaron a dos víctimas en 2019 que entraron al país ilegalmente. El Servicio Nacional de la Mujer y la Equidad de Género (SernamEG) brindó refugio y asistencia legal a 15 mujeres de entre las 37 víctimas de trata. La Fiscalía Nacional proveyó vivienda a la mayoría de las víctimas, mientras que el refugio del SernamEG prestó asistencia directa a cuatro mujeres víctimas identificadas en 2019 y a otras víctimas identificadas en períodos de informes anteriores. El protocolo de la MITP sobre ayuda a las víctimas otorga derecho a vivienda segura, servicios de salud, servicios psicológicos, asistencia jurídica, educación, ayuda con empleos y regularización de la situación migratoria. Sin embargo, la provisión de servicios a las víctimas siguió siendo desigual en diferentes regiones del país, y las organizaciones no gubernamentales (ONG) informaron que no contaban con suficientes fondos para proporcionar los servicios necesarios, en especial en los refugios para menores y para hombres víctimas. El gobierno no financió a la mayoría de las ONG que prestaban ayuda a las víctimas, y la mayoría de las instancias gubernamentales no incluían en su presupuesto rubros designados específicamente para la asistencia a víctimas. Los servicios de reintegración social, como la educación y la asistencia para la reinserción laboral, fueron insuficientes, y los funcionarios señalaron que el acceso a servicios de salud mental adecuados era costoso y limitado. 
Las Unidades Regionales de Atención a Víctimas y Testigos (URAVIT) de la Fiscalía Nacional de Chile presupuestaron aproximadamente 17,2 millones de pesos (US $22,890) en 2019 para brindar vivienda y atender otras necesidades básicas de las víctimas de la trata. Con el fin de financiar el albergue para mujeres víctimas del tráfico ilícito y la trata de personas y sus hijos, administrado por una ONG, el SernamEG asignó 127 millones de pesos (US $169.000), una disminución respecto a los 140 millones de pesos (US $186.300) asignados en 2018. Asimismo, el gobierno alojó a las víctimas de la trata en los refugios asignados a víctimas de violencia doméstica, pero estos albergues no necesariamente proporcionaban servicios especializados para este tipo de víctimas. Las URAVIT se encargaron de brindar vivienda para hombres víctimas; sin embargo, no había refugios designados específicamente para esas víctimas. Los servicios de refugio para víctimas migrantes vulnerables los administraban ONG locales. El Ministerio del Interior y Seguridad Pública celebró acuerdos con el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos con respecto a la representación legal y la restitución civil para las víctimas. El SENAME brindó servicios básicos a menores víctimas de la trata sexual por medio de su red nacional de 18 programas administrados por ONG para menores víctimas de la explotación sexual comercial y a través de su red nacional de centros residenciales. En 2019, el SENAME asignó 3.370 millones de pesos (US $4,48 millones) a estos programas que ofrecen servicios a víctimas menores y adolescentes, frente a 3.000 millones de pesos (US $3,99 millones) en 2018. El SENAME brindó asistencia a 1.477 menores en 2019, frente a 1.459 en 2018 y 1.350 en 2017. El SENAME señaló que 32 niños o adolescentes habían sido identificados por el Sistema de Registro Único e Intervención de las Peores Formas de Trabajo Infantil como víctimas de explotación sexual comercial, si bien no quedó claro cuántos de estos casos podrían definirse como casos de trata bajo el derecho internacional. Durante el período del informe, varios medios de comunicación publicaron un informe del gobierno no divulgado de forma oficial que se refería a una investigación sobre maltrato y abuso en centros de cuidado afiliados al SENAME. El informe de 2017 reveló deficiencias severas y permanentes, así como abusos sistemáticos con relación a los protocolos operativos de los centros residenciales, que vulneraban los derechos de los niños, niñas y adolescentes y colocaban en peligro sus vidas. Los analistas identificaron vulneraciones de derechos en la totalidad de los centros residenciales que generalmente atendían a los niños y adolescentes víctimas de la trata (Centros de Reparación Especializada de Administración Directa – CREAD). Más aún, los investigadores determinaron que, en la mitad de estos centros, los menores habían sido víctimas de abuso sexual por el personal, por personas que no eran miembros del personal o por otros residentes. Desde que se completó el informe, el gobierno ha adoptado medidas para abordar las deficiencias del sistema, incluida la creación de una subsecretaría y de una oficina para defender los derechos de menores, y ha presentado legislación destinada a restructurar el SENAME. En 2019, el gobierno empezó a cerrar los CREAD, reemplazándolos por residencias de estilo familiar más pequeñas; los funcionarios señalaron que prevén que llevará dos años retirar del servicio todas las instalaciones CREAD. 
El Ministerio de Salud celebró una serie de talleres internos para funcionarios públicos de salud sobre la identificación de víctimas y la asistencia para las mismas. La Fiscalía Nacional y la Dirección del Trabajo actualizaron sus directrices relativas a la identificación de posibles víctimas de la trata y la asistencia que se les presta. El gobierno emitió 13 visas gratuitas a víctimas extranjeras de la trata de personas, frente a las 17 emitidas en 2018; dos solicitudes adicionales seguían pendientes. La visa es válida hasta por un año y es renovable hasta por dos años si la víctima notifica el delito de trata a la Fiscalía. Una organización internacional prestó ayuda para la repatriación de una víctima extranjera de trata. Las víctimas extranjeras recibieron los mismos servicios que las víctimas chilenas, y pudieron participar con las mismas modalidades en los tribunales, como teleconferencias, protección a testigos y testimonios por vídeo. En seis regiones, los tribunales implementaron una nueva política en octubre de 2019 que dispone que, a fin de evitar la doble victimización, todos los niños y adolescentes víctimas presenten su testimonio por vídeo, con un perito intermediario, pero no se prevé que dicha política entre en vigor a nivel nacional sino en 2021. Con frecuencia, los jueces mantuvieron a los acusados de trata en detención preventiva. A pesar de dichos esfuerzos, el gobierno informó que era difícil alentar a las víctimas a que participaran en los juicios de principio a fin. El gobierno no informó haberle otorgado restitución a ninguna víctima en 2019 sobre la base de casos civiles o penales. Un organismo internacional ha expresado preocupación de que, en algunas industrias, los obreros en huelga podrían estar siendo encarcelados y obligados a trabajar. 
PREVENCIÓN
El gobierno mantuvo las labores de prevención. El Ministerio del Interior siguió dirigiendo la MITP —que comprende dependencias gubernamentales, organismos internacionales y ONG locales— y sus tres subcomisiones. El grupo de trabajo se reunió en dos oportunidades durante el período del informe. En 2019, 17 nuevas entidades, incluidas tres ONG, se asociaron a la MITP. La MITP votó a favor de la implementación de un nuevo Plan de Acción Nacional (2019-2022), pero el plan todavía no es de alcance público ni ha sido aprobado a nivel ministerial. No hubo asignación federal de fondos para la implementación del nuevo plan; más bien, cada dependencia del gobierno contribuyó a la ejecución del plan a partir de su propio presupuesto. Hubo observadores que señalaron que varias dependencias con responsabilidades en materia de protección de víctimas y prevención de la trata de personas enfrentaron limitaciones presupuestarias y de personal. Si bien se registraron avances en el cruce de referencias y en el intercambio de datos entre instituciones, hubiese sido necesaria una coordinación más robusta. 
El gobierno llevó a cabo múltiples campañas de concientización y distribuyó materiales, como folletos, en varios lugares públicos de todo el país. Varios organismos públicos operaron líneas telefónicas directas para atender llamadas relativas a víctimas de la trata, pero el gobierno no indicó cuál había sido el número de llamadas recibidas. Junto con una organización internacional, el gobierno elaboró un plan de trabajo para 2019-2021 destinado a erradicar el trabajo infantil, el trabajo forzoso y la trata de personas, de conformidad con los Objetivos de Desarrollo Sostenibles de la ONU. Inspectores laborales llevaron a cabo más de 100.000 inspecciones in situ, incluidas 272 inspecciones relativas al trabajo infantil. Los inspectores laborales identificaron 170 contravenciones relativas al trabajo infantil; como respuesta, la Dirección del Trabajo impuso sanciones y multas contra los que perpetraron dichas infracciones. El Servicio Nacional de Turismo (SERNATUR), en colaboración con el SENAME, siguió adelante con su proceso de certificación de organizaciones y establecimientos turísticos que cumplen las normas de prevención de la trata sexual infantil; dichos establecimientos tienen la obligación de participar en actividades de capacitación contra la trata de personas como parte del proceso de certificación. Durante el período del informe, el gobierno no desplegó esfuerzos destinados reducir la demanda de actos sexuales comerciales.
PERFIL DE LA TRATA
[bookmark: _GoBack]Como se ha señalado en los informes de los últimos cinco años, los tratantes de personas explotan a víctimas nacionales y extranjeras en Chile y, en menor medida, a víctimas chilenas en el extranjero. Hay tratantes que explotan a mujeres y menores chilenos a través de la trata sexual en el país, así como a mujeres y niñas de otros países latinoamericanos, sobre todo de Colombia y de países de Asia. Las leyes de visado más estrictas han aumentado la vulnerabilidad a la trata de la población de migrantes, especialmente de venezolanos. Los menores de edad albergados en centros de protección infantil están en riesgo de abuso, incluido el riesgo a la trata. Por lo menos un menor de edad que se encontraba en un centro de protección para niños murió como resultado del abuso. Puede que algunos tratantes recluten a menores albergados en centros de protección infantil. Los tratantes explotan a hombres, mujeres y niños, en su mayoría de otros países de América Latina, así como de Asia, para realizar trabajos forzosos en Chile en la minería, la agricultura, la construcción, las ventas ambulantes, los sectores de la hotelería, restauración y confección y el servicio doméstico. Los tratantes someten a inmigrantes chinos y haitianos a la trata sexual y al trabajo forzoso, y a mujeres colombianas a la trata sexual. Las autoridades chilenas señalaron que un alto número de menores estuvo implicado en actividades ilícitas, entre ellas el tráfico de drogas y los hurtos, y puede que algunos de ellos fueran víctimas de la trata. Los tratantes someten a hombres chilenos a la trata laboral en Perú, y a mujeres chilenas a la trata sexual en Argentina, así como en otros países. A menudo, efectivos de la policía han frecuentado burdeles en los pueblos, por lo que las posibles víctimas de la trata se han mostrado renuentes a notificar la explotación; ello a su vez ha contribuido a la percepción de complicidad.
